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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
UNIDAD FAMILIAR / TRASLADO LABORAL / POLICÍA NACIONAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / EXISTENCIA DE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / PERJUICIO IRREMEDIABLE / SE CONCEDE POR FALTA DE MOTIVACIÓN DEL ACTO ADMINISTRATIVO.
… la Sala considera atinados los argumentos formulados por el Despacho de primer nivel para conceder la solicitud de amparo instaurada por el señor José Libardo Flórez, pero en los términos allí consignados, esto es, que la procedencia de la tutela estaría limitada a la intervención del Juez para ordenar el saneamiento de unos actos administrativos que, al momento de resolver la solicitud de traslado formulada por el peticionario, carecieron del requisito de la motivación. Pero, no sucede lo mismo en lo que tiene que ver con los argumentos en los que fue cimentada la impugnación, de los cuales se desprende que el interés del recurrente no es otro que el de lograr que sea el Juez Constitucional quien, pasando por alto las normas internas de la Institución, le conceda el mentado traslado, lo que no resulta viable, acorde con los argumentos que se pasan a explicar:  

El inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos interpelados, o que se invoca como mecanismo de protección transitoria para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. (…)
Así las cosas, avizora esta Sala de Decisión que en el caso en examen estamos ante un escenario de debate propio de la Jurisdicción contencioso administrativa que desborda la capacidad de intervención de la especialidad Constitucional, y para demostrar tal punto de vista, debemos hacer alusión a lo consagrado en el artículo y 138 de la Ley 1437 de 2011 CPACA, el cual nos indica que son demandables ante dicha Jurisdicción, los actos administrativos de carácter particular y concreto que lesionen derechos subjetivos amparados en una norma jurídica. (…)
Bajo ese entendido, es posible, de manera excepcional, atacar por vía de tutela los actos administrativos referentes a los traslados de personal, así como los que niegan ese tipo de petición, y esto encuentra eco con lo anunciado en párrafos precedentes, en los que habló de la noción del perjuicio irremediable…
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte del señor JOSÉ LIBARDO FLÓREZ SUÁREZ, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, con ocasión de la solicitud de amparo impetrada por él en contra de la POLICÍA NACIONAL.
ANTECEDENTES FÁCTICOS:

Narró el accionante que en las calendas del 30 de agosto de 2020 elevó solicitud ante el Comandante de la Policía Metropolitana de Ibagué, para que se estudiara la posibilidad de concederle un traslado por caso especial hacia el municipio de Dosquebradas, en donde se encuentra radicado su núcleo familiar, toda vez que para ese entonces su esposa se encontraba en estado de gravidez, el cual había sido catalogado como de alto riesgo, lo que implicaba que no pudiera trasladarse hacia la seccional de Ibagué, en donde él desempeña sus labores. 
Además, su señora madre es una mujer de la tercera edad, diagnosticada con hipertensión, artrosis degenerativa, fibromialgia y diabetes, siendo él su única red de apoyo familiar, a quien ella acude para el acompañamiento a sus citas médicas, lo que se ha imposibilitado debido a la distancia. 

Por otro lado, él tampoco cuenta con buena salud, pues desde el año 2017 se le diagnosticó diabetes e hipertensión, tanto que, debido a sus comorbilidades, la DITAH y la DISAN dispusieron que él debía desarrollar sus labores mediante la modalidad de teletrabajo durante la pandemia. 
Agregó que su esposa, su madre y un hijo menor de edad, dependen económicamente de él. 

El 24 de octubre de 2020 nació su hija, razón por la cual pidió a sus nominadores que se le concediera la Ley María o licencia de paternidad, la cual le fue negada porque la niña no estaba registrada en el sistema de la Policía Nacional, pese a que la ley solo exige para esos propósitos el registro civil de nacimiento. 
El 30 de octubre de 2020 falleció la niña, como consecuencia de las mismas complicaciones anunciadas desde el período de gestación, entonces pidió que se le otorgara permiso por luto, el que le fuera negado por la oficina de Gestión Humana de la Policía Metropolitana de Ibagué, bajo el mismo argumento de la ausencia de registro de la infante en el sistema de la Institución. 
El 11 de noviembre de 2020 se le dio respuesta a su solicitud de traslado por caso especial, en la que se le informó que el Comité de Gestión Humana y Cultura de la Policía de Ibagué emitió concepto de no viabilidad para el traslado. 
Así, el accionante considera que la Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional ha vulnerado de manera reiterativa los derechos fundamentales suyos y de su familia. 
PRETENSIONES:
De conformidad con los hechos narrados en precedencia, el accionante formuló las siguientes: 
“PRIMERO: Se ordene en forma inmediato la POLICIA NACIONAL el traslado por caso Especial, ya que por mi salud y el de mi núcleo familiar se hace necesario estar cerca de ellos. 

SEGUNDO: Se ordene al director de Talento Humano, pedir excusa a mi familia por haber negado el permiso de la Ley María, por el nacimiento de mi hija y el permiso por el fallecimiento de la misma.
TECERO (sic): Se ordene capacitar a los funcionarios de Talento Humano de la Policía Nacional, en Derechos Humanos, toda ves (sic) que los funcionarios violaron mi derecho y el de mi familia al no otorgar el permiso que por Ley me correspondía”.
ANTECEDENTES PROCESALES:
1. Admisión y conformación del contradictorio: 

El Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas asumió el conocimiento de la presente actuación, ordenando correr traslado de la demanda y sus anexos a la Policía Nacional – Nivel Central (Área de Talento Humano) y la Policía Metropolitana de Ibagué – Tolima, con el fin de que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción.
2. Intervenciones: 
Dentro del término de traslado, la Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional, representada por el Mayor General Álvaro Pico Malaver, ejerció su derecho de contradicción, argumentando que el Comandante de la Policía Metropolitana de Ibagué es la persona idónea para explicar por qué no se accedió a la solicitud de traslado incoada por el ahora accionante. De igual manera, aseguró que la Policía Metropolitana de Ibagué no tramitó ninguna solicitud en la que el señor Libardo requiriera una licencia de paternidad ni luto. 

El Jefe de la Oficina de Asuntos Jurídicos de la Policía Metropolitana de Ibagué METIB, alegó que no ha vulnerado los derechos fundamentales que reclama el accionante, por cuanto: 
i. El señor José Libardo Flórez fue trasladado desde la Seccional de la Policía Metropolitana de Pereira desde el 18 de octubre de 2019 por necesidades del servicio. 

ii. Mediante comunicado oficial No. S-2020-078425-METIB del 2 de noviembre de 2020 el accionante solicitó 5 días de permiso especial por calamidad familiar, el cual fue otorgado por el Coronel Javier Raúl Gallego Duque, Subcomandante Policía Metropolitana de Ibagué, a partir del 3 de noviembre de 2020.

iii. El accionante realizó solicitud de traslado por caso especial ante el Comandante de la Policía Metropolitana de Ibagué el 30 de agosto de 2020, razón por la que se adelantaron oportunamente los lineamientos establecidos en el artículo 6º numeral 1º literal “B” de la Resolución No. 06665 del 20 de diciembre del 2018 “Por la cual se establecen los lineamientos institucionales para la Destinación, Traslados y Comisiones en la administración pública y entidades privadas, del personal de la Policía  Nacional de Colombia”, esto es, ordenó tratar el caso en el Comité de Gestión Humana y Cultura de la Policía Metropolitana de Ibagué. 

Posteriormente, Mediante acta 305/-SUBCO – GUTAH del 10 de noviembre de 2020, el aludido comité emitió concepto NO FAVORABLE, por no cumplir con las motivaciones expuestas en la norma de marras. 

iv. Según la información obrante en el Gestor de Contenidos Policiales “GECOP” del Grupo de Talento Humano de la Seccional, no se evidencia solicitud de licencia por paternidad y licencia por luto elevada por parte del señor José Libardo, y a ello se debe sumar que el accionante no aporta prueba que demuestre al Despacho la presentación de dichas solicitudes.

Puntualizó que, en su criterio, la presente acción con cumple con los requisitos para su procedibilidad. 

3. Fallo de primera instancia: 
Una vez efectuado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho A Quo decidió:

“PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales discutidos por el señor JOSÉ LIBARDO FLÓREZ SUÁREZ, identificado con cedula de ciudadanía número 75.159.098 vulnerados por la entidad accionada.

SEGUNDO: ORDENAR al Comité de Gestión Humana de la Policía Metropolitana de Ibagué para que dentro del término de cinco (5) días contados a partir del momento de la notificación del presente fallo, proceda a programar y realizar una nueva reunión con el fin de analizar la situación actual del señor José Libardo Flórez Suárez respecto de su estado de salud y el estado de salud de su esposa Lina María Valencia Duque y de su señora madre María Islena Suárez Hernández, llevando a cabo todos los trámites dispuestos en el instructivo 013 DIPON-DITAH-70 de fecha 20 de mayo de 2013, tales como visita domiciliaria, concepto médicos, concepto de trabajo social, entre otros, tendiente a establecer la viabilidad o no de su traslado como “caso especial” a la Policía Metropolitana de Pereira. 

TERCERO: Respecto de las solicitudes de ordenar al Director de Talento Humano pedir excusas a su familia por haber negado la licencia de paternidad y de luto y ordenar la capacitación del personal del área de talento humano de la Policía Metropolitana de Ibagué, estas no se concederán teniendo en cuenta la parte considerativa del presente fallo.”
Lo anterior, por cuanto en sentir del Juez de primer nivel, los argumentos presentados por el accionante sí darían cuenta de que él posiblemente se encuentra inmerso en una causal de traslado por caso especial, lo que debería ser constatado por la Policía, la cual, no justificó o motivó cuáles fueron las razones que sustentaron la negativa de acceder a ese pedimento. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
No conforme con la decisión tomada por el Juez de primera instancia, el accionante allegó escrito mediante el cual la impugnó. Para fundamentar su discrepancia, argumentó que la decisión “a) No se ajusta a los hechos y antecedentes que motivaron la tutela ni al derecho impetrado, por error de hecho y de derecho, en el examen y consideración de mi petición; b) Se niega a cumplir el mandato legal de garantizar al agraviado el pleno goce de su derecho, como lo establece la ley; c) Se funda en consideraciones inexactas cuando no totalmente erróneas; d) Incurre el fallador en error esencial de derecho, especialmente respecto del ejercicio de la acción de tutela, que resulta insignificante a las pretensiones como actora, por errónea interpretación de sus principios”. 
Sostuvo que el A Quo no examinó sus argumentos con respecto a la posición asumida por la Policía. Además, le parece que las órdenes impartidas en ese escenario no resultan ser suficientes. 

En suma, solicita que en segunda instancia se ordene su traslado inmediato a la Policía Metropolitana de Pereira.  

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991, por fungir como superior jerárquico del Despacho fallador. 

· Problema jurídico: 

Limitándonos en esta ocasión a los argumentos de discrepancia formulados por el accionante en su escrito de impugnación, en consonancia con su última pretensión, la Colegiatura se encuentra ante el deber de determinar si la acción de tutela resulta ser el mecanismo judicial idóneo para ordenar su traslado desde la Seccional de la Policía Nacional de Ibagué hacia la Metropolitana de Pereira. 
· Solución: 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado Social y Democrático de Derecho, lo que se traduce en su concepción humanista, esto es, que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección, como la acción de tutela, instrumento que ha sido diseñado para brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos ni formalismos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de dichos fines Estatales: garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución. 

Para entrar a analizar el problema jurídico, hay que tener en cuenta primero que, si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el Constituyente Primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho. En consecuencia, siempre resulta necesario que antes de entrar abordar los argumentos propuestos por quien promueve la solicitud de amparo constitucional, examine el Juez Constitucional si en el caso puesto bajo su conocimiento se cumplen las reglas para su procedencia, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso a un estudio de fondo.
En suma, aun cuando una persona pudiere llegar a ser potencialmente acreedora o beneficiaria de aquello que reclama a través de esta acción, ello no quiere decir que necesariamente se deba proceder en su favor de manera categórica en el escenario de la tutela, pues existen una serie de exigencias que condicionan la posibilidad de efectuar un estudio de fondo frente a la problemática y son las llamadas reglas de procedibilidad, las cuales tienen que ver con: 1. Legitimación; 2. Subsidiariedad y 3. Inmediatez.  

En esta ocasión, diremos brevemente que el primero de los requisitos está acreditado porque, el señor José Libardo Flórez Suárez es el titular de los derechos que se reclaman, o sea, a quien presuntamente se le están desconociendo sus derechos. 

De igual manera, podemos decir que está superado el aspecto de la inmediatez, porque el acto administrativo que se reprocha, data del mes de noviembre de 2020, esto quiere decir que la tutela se ha interpuesto dentro de un lapso razonable. 

Sin embargo, es el momento de anunciar que la Sala considera atinados los argumentos formulados por el Despacho de primer nivel para conceder la solicitud de amparo instaurada por el señor José Libardo Flórez, pero en los términos allí consignados, esto es, que la procedencia de la tutela estaría limitada a la intervención del Juez para ordenar el saneamiento de unos actos administrativos que, al momento de resolver la solicitud de traslado formulada por el peticionario, carecieron del requisito de la motivación. Pero, no sucede lo mismo en lo que tiene que ver con los argumentos en los que fue cimentada la impugnación, de los cuales se desprende que el interés del recurrente no es otro que el de lograr que sea el Juez Constitucional quien, pasando por alto las normas internas de la Institución, le conceda el mentado traslado, lo que no resulta viable, acorde con los argumentos que se pasan a explicar:  

El inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos interpelados, o que se invoca como mecanismo de protección transitoria para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que a quien acude a su reclamo le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de las garantías fundamentales, porque aun cuando lo que se invoca son derechos de tal raigambre, no podemos perder de vista que todas las herramientas, acciones o mecanismos judiciales estatuidos en la Rama Judicial, sea cual fuere su área o especialidad, debe propender por la protección de los derechos mínimos de quienes en estas intervienen, por alguna razón la Carta Constitucional es la norma base de todo el ordenamiento jurídico, la cual debe ser considerada sin discriminar el tipo de procedimiento judicial que se adelante. 
Según ese norte, la acción de tutela es una herramienta diseñada para llenar los vacíos que pudiera ofrecer el aparato jurisdiccional, de allí, como se indicó en párrafos precedentes, su procedencia está condicionada a la no existencia de otras alternativas de resolución del conflicto, o al riesgo de padecer un perjuicio irremediable que viabilice la intervención del Juez de tutela, aunque fuere de manera transitoria, posibilidad que desde luego, debe ser analizada según los aspectos concretos y puntuales del caso bajo estudio. 

Bajo dicha égida, el legislador dejó por sentada la prevalencia de las acciones ordinarias consagradas en la Jurisdicción y a partir de esa premisa, se reitera, a la tutela se debe acudir como último recurso, o como el primero pero de manera transitoria, y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente al riesgo de sufrir un perjuicio irremediable, perceptible y verificable a grandes rasgos en el devenir del trámite tuitivo
Así las cosas, avizora esta Sala de Decisión que en el caso en examen estamos ante un escenario de debate propio de la Jurisdicción contencioso administrativa que desborda la capacidad de intervención de la especialidad Constitucional, y para demostrar tal punto de vista, debemos hacer alusión a lo consagrado en el artículo y 138
 de la Ley 1437 de 2011 CPACA, el cual nos indica que son demandables ante dicha Jurisdicción, los actos administrativos de carácter particular y concreto que lesionen derechos subjetivos amparados en una norma jurídica.

Luego, debemos también hacer alusión en este punto a la figura del Ius Variandi, que se refiere a la potestad que tiene el empleador, en uso de su poder de subordinación, de variar las condiciones laborales de sus empleados, en cuanto al modo, cantidad, tiempo y lugar de trabajo, facultad que se acentúa dentro de la Policía Nacional, la cual, por su misión Institucional de preservar el orden social y la convivencia pacífica, cuenta, como bien se sabe, con una planta de personal global y flexible. 

Frente al tema, ha dicho la Corte Constitucional:  

“… La Policía Nacional tiene la facultad de ubicar a sus miembros en el lugar del territorio que considere pertinente, conforme a sus funciones constitucionales de mantener “las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y las libertades públicas, y para asegurar que los habitantes de Colombia convivan en paz” (CP, art. 218). En tanto la Policía Nacional está comprometida con finalidades primordiales del Estado de Derecho, que persiguen garantizar el interés público, existe un alto grado de discrecionalidad por parte de los superiores para ubicar estratégicamente al personal en los lugares que consideren adecuados, de tal forma que puedan desplegar sus actuaciones en todo el territorio y según las necesidades de cada sitio. Los vínculos entre la Policía Nacional y sus miembros no se circunscriben a meras relaciones de trabajo propias entre particulares, en las cuales existe cierta flexibilidad en la administración del talento humano, sino que se enmarcan en la disciplina inherente a la función de la Fuerza Pública y el compromiso con la seguridad y la convivencia ciudadana, para lo cual se requiere un margen de maniobra amplio de quienes dirigen el cuerpo policial.[34]           
 

3.4. Ahora bien, la facultad de administrar discrecionalmente al personal de la Policía Nacional no es absoluta. Tiene límites. Los cuales están delineados por los derechos fundamentales y las garantías mínimas de los trabajadores. En consecuencia, “[…] el poder correspondiente tampoco puede considerarse omnímodo sino que, como toda atribución discrecional, exige una orientación razonable y un ejercicio ajustado a los fines que persigue”.

Bajo ese entendido, es posible, de manera excepcional, atacar por vía de tutela los actos administrativos referentes a los traslados de personal, así como los que niegan ese tipo de petición, y esto encuentra eco con lo anunciado en párrafos precedentes, en los que habló de la noción del perjuicio irremediable, frente al cual, ha sostenido el alto Tribunal que debe reunir cuatro características
: inminencia, urgencia, impostergabilidad y gravedad. 

Si nos atenemos a lo anterior, la Sala considera que el inicio de la narración presentada por el accionante, a grandes rasgos denotaba la presencia de todos esos requisitos, los cuales hubieran conspirado en el pasado para un eventual fallo en favor, frente a la pretensión de traslado deprecada, y es que el señor José Libardo refirió que su esposa se encontraba en estado de gravidez, el cual había sido catalogado clínicamente como de alto riesgo, por cuanto la NASCITURUS estaba presentando falencias en su desarrollo, lo que hacía importante en ese momento la presencia del padre para poder sortear de manera eficaz cualquier situación que se pudiera presentar. 
Es ese, en sentir de esta Colegiatura, el Quid que hubiese permitido adoptar decisiones en el escenario de la tutela para acceder eventualmente y de forma transitoria a la pretensión de traslado del accionante, pero ocurre que él acudió a la solicitud de amparo un mes después del fallecimiento de su hija recién nacida, lo que, pese a ser un hecho supremamente desafortunado, cambia esos parámetros de los que se viene hablando, pues su esposa ya no se encuentra ante esas limitantes que le impedían viajar para hallar con él ese vínculo de unidad familiar. En otras palabras, estaríamos en presencia de un fenómeno conocido como daño consumado, cuya ocurrencia no tuvo lugar en el devenir del trámite Constitucional, sino que, para el momento de acudir a la presente querella de amparo, trágicamente ya había sobrevenido.  

En suma, encuentra la Sala que la decisión de primer nivel estuvo acertada, porque si bien es cierto habría que estudiarse por parte del nominador, en este caso la Policía, la situación particular de su empleado, ya no existen esos criterios que hubieran permitido deducir razonablemente la necesidad de adoptar decisiones urgentes, disímiles a aquellas consideradas por el A Quo.  

Ahora, debemos mencionar que si los motivos por los cuales el interesado persiste en su interés de ser trasladado, eventualmente tienen que ver con las secuelas de índole emocional y psicológico que pudo dejarle a él y/o a su esposa lo acontecido con su bebé, serían estos unos motivos adicionales que no fueron puestos en conocimiento de la autoridad policial antes de acudir a esta acción, lo que también implicaría que no estuviera la Sala habilitada para conceder, por dicha razón, las pretensiones formuladas. 
Como anotación final, debemos agregar que en este trámite no se encontraba acreditada la legitimación para impugnar del accionante, quien, como se sabe, no resultó perjudicado en sus aspiraciones procesales con la decisión de primera instancia, sino que, por el contrario, el Juzgado a Quo concedió la solicitud de amparo y adoptó las medidas que consideró pertinentes para conjurar el menoscabo en los derechos quebrantados. 
En concordancia con lo anterior, debe decirse que la exigencia necesaria para que alguna de las partes involucradas en un proceso interponga un recurso, es precisamente que el recurrente tenga un interés jurídico que lo legitime para ello; su significancia está relacionada, como ya se dijo, con el hecho que quien promueve la alzada haya visto perjudicadas sus aspiraciones procesales con la decisión apelada, o que con la misma sufra algún tipo de agravio.
Para ofrecer claridad sobre el principio de interés jurídico, resulta de utilidad traer a colación lo que la Corte, en Sala de Casación Penal, ha dicho al respecto, en los siguientes términos: 

“El sujeto procesal, parte o interviniente, solamente puede interponer el medio de gravamen (con el correlativo derecho a que se estudie el fondo de su propuesta) en cuanto la decisión cuestionada, o la parte pertinente de ella, le hubiere causado un daño, un agravio, un perjuicio, pero medido este de manera real, material, efectiva, siempre de cara a los intereses que representa.” 

Teniendo en cuenta lo anterior, el recurso promovido por el accionante más bien parece ser originado por un error de interpretación, que innecesariamente lo llevó a promover el recurso de impugnación en contra de una decisión que de manera alguna le afectaba, lo que se traduce en una ausencia de interés jurídico.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Dosquebradas, en la acción de tutela promovida por el señor JOSÉ LIBARDO FLÓREZ SUÁREZ en contra de la POLICÍA NACIONAL.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMIÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada
� “toda persona que se crea lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño…”


� T-139 de 2015


� Sostuvo la Corte Constitucional en la Sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo que: “La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”


� Sentencia SP5210-2014. Rad. N° 41.534 M. P José Luis Barceló Camacho
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